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Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 11 de marzo de 2010, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección A, corregida mediante autos de 20 de mayo y 1 de julio de 2010, que accedió parcialmente las súplicas de la demanda incoada por ARTURO LUIS CIFUENTES MOGOLLÓN contra la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares.

LA DEMANDA

ARTURO LUIS CIFUENTES MOGOLLÓN, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho consagrada en el artículo 85 del C.C.A., solicitó al Tribunal Administrativo de Cundinamarca declarar la nulidad de los siguientes actos:

· Oficios CREMIL Nos. 5333 (Radicado No. 9917) y 10212 (Radicado No. 9927) de 25 de marzo  de 2008, proferidos por el Subdirector de Prestaciones Sociales de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, que le negó la incorporación de la bonificación por compensación a partir del 1 de enero de 1998 por ser contrarias a la Constitución y la ley.

· Oficio CREMIL No. 5333 (Radicado No. 5605) de 15 de febrero de 2008, proferido por el Subdirector de Prestaciones Sociales de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, que le negó el derecho al reajuste anual de la mesada de retiro, con base en el IPC para aquellas mesadas que resultaron inferiores al precitado índice, por ser contrarias a la Constitución y la ley.

Como consecuencia de las anteriores declaraciones, a título de restablecimiento del derecho, solicitó condenar a la entidad accionada a:

· Incorporar a la asignación de retiro del actor la Bonificación por Compensación, a partir de 1 de enero de 1998 y reconocerle las diferencias a que haya lugar por este concepto.

· Reajustarle la asignación de retiro con base en el IPC para todas aquellas anualidades en que el incremento efectuado haya sido inferior a dicho índice en las anualidades anteriores a 2001 reconociendo las diferencias a que haya lugar, junto con la actualización de las mismas mesadas a partir del año 2001 reconociendo igualmente las diferencias a que haya lugar con ocasión del proceso que se adelanta.

· Actualizar o indexar el valor de las condenas.

· Dar cumplimiento a la sentencia en los términos del artículo 176 del C.C.A.

Sustentó sus pretensiones en los siguientes hechos:

El demandante devenga asignación de retiro como Oficial del Ejército Nacional, en el grado de Coronel.

El 31 de enero de 2008, le solicitó a la entidad accionada: a) la incorporación de la Bonificación por Compensación (Ley 420 de 1998) a su mesada de retiro, a partir del 1 de enero de 1998;  y, b) el reajuste de su prestación con base en el I.P.C., para las anualidades en que el incremento efectuado fuera inferior a dicho porcentaje.

Sin embargo, la demandada, a través de los actos acusados, le negó al actor la referida petición.

Para los años 2001 a 2005 el actor presentó demanda de nulidad y restablecimiento del derecho al haberle sido negado dichos reajustes.

LAS NORMAS VIOLADAS Y SU CONCEPTO DE VIOLACIÓN

De la Constitución Política, los artículos 1, 2, 4, 13, 23, 29, 48 y 53.

Del Código Contencioso Administrativo, los artículos 2, 3, 6, 9, 29, 31, 35, 40, 44, 47, 48 y 59. 

Del Decreto 1211 de 1990, el artículo 169.

El actor consideró que los actos acusados están viciados de nulidad, por las siguientes razones:

La entidad accionada negó las peticiones elevadas mediante actos de trámite que no eran pasibles de recurso alguno. Esta circunstancia vulnera el derecho de petición y por sí sola da lugar a la nulidad de los actos demandados.

Adicionalmente, las pretensiones de la demanda están llamadas a prosperar porque el ordenamiento jurídico vigente reconoce los derechos reclamados. En efecto, la Ley 420 de 1998 creó a favor del personal militar en retiro, que tuviese tal condición al 31 de diciembre de 1996 una Bonificación por Compensación, condicionada a incorporarse en la mesada de retiro, situación que finalmente no se constató en el caso concreto.

A partir del 1 de enero de 1997 la demandada reajustó la asignación de retiro del actor en un 10.16%, pero el I.P.C. demandado correspondió al 21.64%. Esta diferencia genera un saldo a favor del accionante que afecta la base numérica de la Bonificación reclamada y los reajustes posteriores.

A partir del 1 de enero de 1998 el actor adquiere el derecho al ajuste de su prestación por dos conceptos distintos, a saber:

a) Por acaecer la condición legal estatuida en el parágrafo del artículo 1° de la Ley 420 de 1998, que ordena incorporar a la asignación de retiro la Bonificación por Compensación.

b) Por el reajuste anual con base en el I.P.C., para garantizar el poder adquisitivo del dinero, el cual resulta aplicable de conformidad con los mandatos del artículo 1 de la Ley 238 de 1995 y, por lo tanto, el principio de oscilación debe respetar esta clase de incremento como un mínimo aplicable. 

En este caso debe ajustarse la prestación del demandante con base en el I.P.C. para los años en que el incremento efectuado fue inferior al mismo.

Asimismo, la Corte Constitucional ha expresado que el Estado tiene el deber de garantizar el poder adquisitivo del salario en consonancia con los principios constitucionales de dignidad humana, solidaridad, igualdad, y la prohibición de desmejorar los derechos sociales.

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La entidad demandada se opuso a las pretensiones del demandante, en los siguientes términos (fls. 24-34):

El régimen  prestacional del personal de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares se rige por normas especiales que prevalecen sobre las generales.

En el mes de enero de 1998 la demandada  pagó la  Bonificación por Compensación que reclama el demandante, por el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 1997. A partir de 1998, la referida bonificación fue incorporada en el sueldo básico de la asignación de retiro del actor, de conformidad con los Decretos 2072 de 1997 y 58 de 1998 y la Ley 420 de 1998. 

De otro lado, las asignaciones de retiro se reajustan con base en las variaciones que se introduzcan en las asignaciones pagadas a los militares que se encuentren en servicio activo de acuerdo con cada grado, es decir con aplicación del principio de oscilación, y tiene como finalidad mantener el poder adquisitivo de dicha prestación y preservar la igualdad de los militares en actividad y en retiro.

Además, se debe aclarar que la asignación de retiro no corresponde a la pensión de vejez prevista en el régimen de prima media con prestación definida, consagrado en la Ley 100 de 1993, sino que es una forma especial de salario. Asimismo, y en consonancia con esta característica, el artículo 279 de la referida norma excluye de su ámbito de aplicación a los miembros de la Fuerza Pública.

De igual modo, debe precisarse que si bien es cierto en algunos años la asignación de retiro ha sido reajustada en porcentaje inferior al IPC, también lo es, que ello no implica un trato discriminatorio, pues, en conjunto, el régimen especial de la fuerza pública es más favorable que el de la generalidad de la población.

A lo anterior se agrega que las personas amparadas por regímenes prestacionales especiales deben acogerse en su integridad a los mismos, sin que sea posible aplicar en algunos aspectos normas generales.

Propuso las excepciones de pago e inexistencia del derecho frente a la pretensión de bonificación por compensación, pleito pendiente frente a la petición del IPC  y prescripción del derecho. 


LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en sentencia de 11 de marzo de 2010, denegó las súplicas de la demanda en su parte resolutiva, sin embargo en la parte motiva accedió a las mismas (fls. 105-116):
Lo sucedido se pasa a explicar así:  El a quo en la sentencia citada, en su parte considerativa dio prosperidad a los cargos formulados contra el acto acusado y consideró que se debía acceder a las súplicas de la demanda.  No obstante, incurrió en un error en la parte resolutiva al denegar las súplicas de la demanda.  El error anterior fue corregido a instancias del actor mediante providencia de 20 de mayo de 2010 accediendo a las pretensiones;  posteriormente, profirió nueva providencia de fecha 1 de julio de 2010 para corregir un nuevo error de la providencia anterior, consistente en que la entidad que debía reconocer el pago de lo solicitado era la Caja de Retiros de las Fuerzas Militares y no la Caja de Retiros de la Policía Nacional como señalaba el texto (fls. 126-128).

El auto que corrige, ordena a la Caja de Retiros de las Fuerzas Militares a:


“a). Reajustar anualmente la asignación de retiro que percibe el señor ARTURO LUIS CIFUENTES MOGOLLÓN en su condición de Agente ®, con base en el índice de precios al consumidor IPC., para los años 1997 y 1999.


b).  Pagar al demandante las diferencias que resulten entre el reajuste reconocido con base en el principio de oscilación y los que debe reconocer  de acuerdo a los índices de precios al consumidor, a partir del 31 de enero de 2005, por efectos de la prescripción trienal que afecta las mesadas pensionales, en aplicación a lo dispuesto en el Decreto 4433 de 2004 de conformidad con a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.”.
Señaló la Corte Constitucional en sentencia C-432 de 2004 que la asignación de retiro es una modalidad de prestación social que se asimila a la pensión de vejez, habida cuenta que es susceptible de reconocimiento por el retiro del servicio activo al igual que la pensión de vejez y que, por su propia naturaleza, es incompatible con otras pensiones militares, que no con otras de pensiones de jubilación o invalidez provenientes de entidades públicas distintas, “siempre que se causen en diferente tiempo, provengan de distinta causa y tengan un objeto no asimilable.”

Consideró el Tribunal que aunque el método utilizado para el reajuste de la asignación de retiro del actor fue el llamado principio de oscilación contemplado en el artículo 169 del Decreto 1211 de 1990 el cual constituye una prerrogativa para los miembros de las fuerzas militares, no puede decirse que sea el método más favorable pues, en algunas ocasiones y por la situación económica del País, pasa que, eventualmente, éste resulte inferior al índice de precios al consumidor y, por lo tanto, hace que en ocasiones se produzca un desequilibrio que conlleva la vulneración al derecho de igualdad consagrado en la Carta Política.

Hasta hace poco se consideró que encontrándose los miembros de la fuerza pública  cobijados por un régimen especial, no era posible aplicarles el régimen general en lo que resultare más favorable, pues esto implicaría una afectación al derecho de igualdad de los servidores sometidos al régimen general, quienes no verían mejorados sus derechos sino a través de una reforma normativa.  Sin embargo, fue el mismo legislador quien dispuso la aplicación parcial de las normas generales que en determinadas circunstancias resultan más favorables a beneficiarios de regímenes especiales, cuando sus disposiciones produzcan un desmejoramiento de los derechos laborales y prestacionales.

Fue así como a partir de la vigencia de la Ley 238 de 1995, los pensionados de los sectores excluidos, en un principio, por la Ley 100 de 1993, tenían derecho a que se les reajustaran sus pensiones con base en el IPC, de conformidad con los métodos descritos en la ley.  

Sobre el tema, citó sentencia del Consejo de Estado de 17 de mayo de 2007, M.P. Dr. Jaime Moreno García.

Concluyó que el actor tiene derecho a que se le revisen los incrementos de su asignación de retiro con base en el IPC, para los años 1997 y 1999 pero que éstas se encuentran prescritas pues el demandante agotó la vía gubernativa con el derecho de petición presentado el 31 de enero de 2008.

En cuanto a la bonificación por compensación solicitada por el actor el 25 de febrero de 2008 (CREMIL 10212), conforme a lo probado en el proceso, ésta fue cancelada con la mesada del mes de enero de 2008.

EL RECURSO DE APELACIÓN

El actor, por intermedio de apoderado, interpuso recurso de apelación en escrito visible a folios 117;  sin embargo,  en razón a que la sentencia fue corregida según auto de fecha 1 de julio de 2010, presentó recurso complementario.  Por lo anterior y de conformidad con el artículo 331 del C.P.C para decidir, los dos (2) escritos serán tenidos en cuenta (fl. 117-121 y 130-132).

Indicó el apelante que conforme a lo probado en el proceso, a partir del 1 de enero de 1998 la mesada del actor no sufrió incremento alguno por concepto de la incorporación de la bonificación por compensación solicitada, sino por el reajuste anual y general de la mesada.

Lo que se demanda no es el pago de la precitada bonificación, sino su incorporación a la mesada de retiro a partir del 1 de enero de 1998 tal como lo ordena la Ley 420 de 1998, esto por cuanto existen dos razones para ello:  i) el reajuste anual general con el fin de resguardar el impacto negativo que en los ingresos laborales produce la pérdida del valor adquisitivo y el encarecimiento del costo de vida tal como lo establece la Ley 4 de 1992 en consonancia con el artículo 150-19 de la C.P. y, ii) por el acaecimiento de la condición legal estatuida en el parágrafo del artículo 1 de la Ley 420 de 1998 que ordena dicha incorporación a la mesada de retiro “ya que, al proferirse el Decreto 58 de 1998 que en su Art. 39 ordena la incorporación de la Bonificación correlativa en el sector activo de las fuerzas militares.” (sic).

Reiteró que la mesada de retiro debió ser incrementada o adicionada por mandato de la ley y que pretender la disolución del derecho adquirido por el actor, so pretexto del llamado principio de oscilación, es desconocer el mandato superior que tipifica como fin primordial y esencial del Estado, garantizar los derechos adquiridos y la efectividad de los mismos.

Respecto de los reajustes de la mesada con base en el IPC, indicó que no se discute el sistema de oscilación como mecanismo de ajuste permanente de la mesada de retiro, sino el hecho de que cuando  este sistema resulte inferior al mínimo legal imponible se le restablezca el derecho reajustando su mesada con base en el IPC y que éste fue el caso para las mesadas de los años 1997 y 1999 donde los reajustes fueron inferiores para los años a dicho índice.

Concluyó que si bien eventualmente algunas de las mesadas se encuentran prescritas, el derecho mismo a la asignación de retiro, por su naturaleza vitalicia, no es prescriptible además que, dicha prescripción se encuentra suspendida desde el 31 de enero de 2004.

A folio 130, presentó recurso de apelación en los mismos términos ya señalados. 

Como no se observa causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a decidir, previas las siguientes 

CONSIDERACIONES

El problema jurídico se contrae en determinar si el demandante tiene derecho a la reliquidación de su asignación de retiro con inclusión de la bonificación  por compensación y al reconocimiento y pago del reajuste de la referida prestación, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 238 de 1995 que adicionó el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, esto es, con base en el Índice de Precios al Consumidor IPC certificado por el DANE.

Con el objeto de resolver el problema expuesto, la Sala encuentra probados los siguientes hechos:

- El 18 de mayo de 1995, el Director General de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, a través de la Resolución No. 0689, le reconoció al actor su asignación de retiro, a partir del 1 de junio de 1995, en cuantía del 95% del sueldo de actividad correspondiente a su grado de Coronel del Ejército (fls. 37-39).

- El 31 de enero de 2008 el actor solicitó la reliquidación de su asignación de retiro con inclusión de la bonificación por compensación, así como el reajuste de su prestación con base en el Índice de Precios al Consumidor (fl. 3).

- Mediante el Oficio CREMIL 5333 (Radicado No. 5605) de 15 de febrero de 2008, el Subdirector de Prestaciones Sociales de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares negó el reajuste deprecado argumentando que el régimen prestacional de los miembros de las Fuerzas Militares se rige por el Decreto 1211 de 1990, derogado parcialmente por el Decreto 4433 de 2004, normas de carácter especial que prevalecen sobre las de carácter general, la cual prescribe que las asignaciones de retiro se actualizan exclusivamente con base en el principio de oscilación (fl. 4).

- El 25 de marzo de 2008, mediante los Oficios CREMIL No. 5333 (Radicado No. 9917) y 10212 (Radicado No. 9927), el Subdirector de Prestaciones Sociales de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, negó la reliquidación de la prestación del actor con inclusión de la Bonificación por Compensación, por considerar que, de conformidad con el Decreto 2072 de 1997 y la Ley 420 de 1998, con la mesada de enero de 1998 se pagó dicho concepto por el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 1997. De otro lado, al tenor de lo dispuesto por el Decreto 58 de 1998, desde dicha anualidad la bonificación por compensación viene incorporada en el sueldo básico de la asignación de retiro (fls. 5 y 6).

- La Coordinadora Grupo Gestión Documental de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares certificó que el señor Coronel (r) Arturo Luis Cifuentes Mogollón tiene legalmente reconocida su asignación de retiro, la cual se actualizó con base en los incrementos anuales reconocidos a los Oficiales en el mencionado grado, de conformidad con los Decretos expedidos por el Gobierno Nacional, arrojando los siguientes porcentajes (fl. 94): 

	Año
	% Incremento
	Asignación de Retiro 

	1997
	10.16%
	$2.442.728

	1998
	23.80%
	$3.024.218

	1999
	14.91%
	$3.475.130

	2000
	9.23%
	$3.795.883

	2001
	4.18%
	$3.954.553

	2002
	4.85%
	$4.146.349

	2003
	4.87%
	$4.348.279

	2004
	4.68%
	$4.551.781

	2005
	5.50%
	$4.802.129

	2006
	5.00%
	$5.042.235

	2007 a junio
	4.50%
	$5.269.137

	2007 jul-dic.
	4.50%
	$5.640.679

	2008
	5.69%
	$5.961.633

	2009
	7.67%
	$6.418.891


-  A folio 66 la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares certificó la relación de la asignación de retiro del actor, con los porcentajes y partidas computables.

De conformidad con el anterior acervo probatorio, procede la Sala a establecer el marco jurídico que regula la bonificación por compensación y el reajuste de la asignación de retiro, para así determinar si las pretensiones del accionante están llamadas a prosperar.

i) De la bonificación por compensación.

El artículo 150 de la Constitución Política, en su numeral 19, literal e), preceptúa que compete al Congreso de la República dictar las normas generales y señalar en ellas los objetivos y criterios a los que debe sujetarse el Gobierno para “...fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública.”.
Entonces,  existe una competencia compartida entre el legislador y el ejecutivo para los mencionados efectos, pues el primero señala unos parámetros  generales conforme a los cuales el segundo ha de fijar  todos los elementos propios del régimen salarial y prestacional.

En ejercicio de la mencionada función, el Congreso de la República expidió la Ley 4ª de 1992, mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan otras disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f) de la Constitución Política. 

El Decreto 2072 de 1997, por el cual se estableció la bonificación por compensación, en su artículo 1, dispuso:

“Artículo 1. Créase para el personal de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares, para los Oficiales, Suboficiales, Agentes y personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, y para los empleados públicos del Ministerio de Defensa y la Policía a que se refiere el Decreto 122 de 1997, una Bonificación por Compensación, con carácter permanente, la cual constituirá factor salarial para efectos de determinar las primas de navidad, vacaciones y servicios; auxilio de cesantía, asignación de retiro, pensiones de jubilación vejez, invalidez y sobrevivientes.

Parágrafo. Al momento de liquidar el auxilio de cesantía, asignación de retiro, pensiones de jubilación, vejez, invalidez y sobrevivientes, se tomará como factor salarial la parte de la bonificación por compensación determinada sobre los haberes que de acuerdo con las normas legales vigentes sirvan para su cómputo.”.
Por su parte el artículo 1 la Ley 420 de 1998,  preceptúa:

“ARTICULO 1o. Adiciónanse los artículos 158, 140 y 100 de los Decretos-Leyes 1211, 1212 y 1213 de 1990 respectivamente, y el artículo 49 del Decreto 1091 de 1995, en el sentido de incluir como partida computable para liquidar las prestaciones sociales periódicas del personal de Oficiales, Suboficiales, miembros del nivel ejecutivo y agentes de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional retirados con asignación de retiro o pensión y sus beneficiarios, que tuvieren tal condición, el 31 de diciembre de 1996, la bonificación por compensación que reconozca al personal de la Fuerza Pública en servicio activo. 

PARÁGRAFO. Si la bonificación a que se refiere el presente artículo se incorpora al sueldo básico del personal de la Fuerza Pública en servicio activo, tendrá el mismo comportamiento en la liquidación de las asignaciones de retiro y pensiones militares y policiales y por tanto desaparecerá como bonificación.”. 
Sobre la bonificación por compensación establecida en el Decreto 2072 de 1997, el Decreto 58 de 1998, en su artículo 39, dispuso:

“ARTÍCULO 39. En las asignaciones básicas mensuales fijadas en el presente Decreto queda incorporada la bonificación por compensación establecida mediante Decreto 2072 de 1997.”.

La bonificación por compensación para el personal de las Fuerzas Militares fue creada por el artículo 1 del Decreto 2072 de 1997 pero, posteriormente, el parágrafo del artículo 1 de la Ley 420 de 1998 ordenó que al incorporarse la bonificación al sueldo básico del personal en actividad tendrá el mismo comportamiento en la liquidación de la asignación de retiro y de las pensiones Militares  y Policiales. En consecuencia, al incorporarse al sueldo básico no será relacionada individualmente.  

A su turno, el Decreto 58 de 1998 la incorporó a las asignaciones básicas mensuales establecidas para los militares y policías.

Al demandante se le reconoció su asignación de retiro en el grado de Coronel, a partir del 1 de junio de 1995, según Resolución No. 0689 de 18 de mayo de 1995 (fl. 37), es decir, que devengaba dicha prestación al 31 de diciembre de 1996, y, por ende, era beneficiario de la bonificación por compensación.

La bonificación por compensación, como se deriva de las normas transcritas, quedó incluida dentro de la asignación básica  a partir de 1998, según el Decreto 058 de 1998 y los siguientes que fijan el salario para las Fuerzas Militares, y es, precisamente, a partir de dicha anualidad, que  el actor reclama su inclusión. 

Sobre el particular,  la Subsección A, de la Sección Segunda de esta Corporación,  en sentencia de 31 de agosto  de 2006, radicación No. 9280-05, Consejera Ponente ANA MARGARITA OLAYA FORERO,  manifestó:

"[…] La bonificación por compensación para el personal de las fuerzas militares fue creada por el artículo 1º del Decreto 2072 de 1997, pero posteriormente, el parágrafo del artículo 1º de la Ley 420 de 1998 previó que si la bonificación se incorpora al sueldo básico del personal en actividad, tendrá el mismo comportamiento en la liquidación de retiro y pensiones militares y policiales “y por tanto desaparecerá como bonificación.” Tal bonificación desapareció quedando incluida como parte integrante de la asignación básica cuando el artículo 39 del Decreto 58 de 1998, estableció que “en las asignaciones básicas mensuales fijadas en el presente Decreto queda incorporada la bonificación por compensación establecida mediante 2072 de 1997. Por consiguiente, si el actor pretendía que a partir del 1º de enero de 1998, en que desapareció la bonificación por compensación, se le reconociera y pagara como si ello no hubiera ocurrido, había tenido que lograr la inexequibilidad del parágrafo del artículo 1º de la Ley 420 de 1998 y la nulidad del artículo 39 del Decreto 58 de 1998, para que recobrara vigencia el artículo 1º del Decreto 2072 que la había creado, lo cual no se demostró que hubiera sucedido
 [...].”.

Acatando el precedente citado, que ahora se ratifica, es válido afirmar que las pretensiones del actor en este aspecto no están llamadas a prosperar tal y como lo advirtió el Tribunal de primera instancia por cuanto, de acuerdo con lo probado en el proceso y realizada la operación aritmética respectiva, al actor se le incluyó en el valor de su salario básico lo correspondiente a la bonificación por compensación desde el año 1998 equivalente a $79.800, como quiera que el valor del salario para 1997 era de $1.098.843 más la bonificación ya señalada, da un total de $1.178.643 que fue el valor tenido en cuenta para la liquidación de su asignación mensual de retiro (fl. 97).

Asimismo, conviene señalar que el Gobierno Nacional en aplicación de la Ley 4 de 1992 puede, como en este caso, incorporar una prestación al salario de los empleados y esta  circunstancia per se no implica violación de los derechos adquiridos pues, se insiste, simplemente se está cambiando la forma como se paga, sin que ello genere menoscabo de la prestación.
ii) Del reajuste de la asignación de retiro.

El artículo 163 del Decreto 1211 de 1990 regula la asignación de retiro en los siguientes términos:

“ARTICULO 163. ASIGNACIÓN DE RETIRO. Durante la vigencia del presente estatuto, los Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares que sean retirados del servicio activo después de quince (15) años, por llamamiento a calificar servicios o por voluntad del Gobierno o de los de Comandos de Fuerza, según el caso, o por sobrepasar la edad máxima correspondiente al grado, o por disminución de la capacidad sicofísica, o por incapacidad profesional, o por inasistencia al servicio por más de cinco (5) días sin tener causa justificada, o por conducta deficiente, y los que se retiren a solicitud propia después de veinte (20) años de servicio, tendrán derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de alta, a que por la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares se les pague una asignación mensual de retiro equivalente al cincuenta por ciento (50%) del monto de las partidas de que trata el artículo 158 de este Estatuto, por los quince (15) primeros años servicio y un cuatro por ciento (4%) más por cada año que exceda a los quince (15), sin que el total sobrepase del ochenta y cinco por ciento (85%) del mismo monto. 

PARAGRAFO 1o. La asignación de retiro de los Oficiales y Suboficiales que durante la vigencia de este estatuto se retiren con treinta (30) o más años de servicio, ser equivalente al noventa y cinco por ciento (95%) de las partidas fijadas en el artículo 158, liquidadas en la forma prevista en este mismo Decreto. 

PARAGRAFO 2o. Los Oficiales y Suboficiales retirados antes del 17 de diciembre de 1968, con treinta (30) o más años de servicio, continuarán percibiendo la asignación de retiro reajustada al noventa y cinco por ciento (95%) de las partidas que se incluyeron en cada caso para la respectiva asignación.”. 

El artículo 169 del Decreto 1211 de 1990 indica la forma como debe reajustarse la asignación de retiro y las pensiones relativas al régimen de las Fuerzas Militares. Esta disposición prescribe: 

“ARTÍCULO 169. OSCILACIÓN DE ASIGNACIÓN DE RETIRO Y PENSIÓN. Las asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente Decreto se liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 

Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la administración publica, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 

PARÁGRAFO. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones de Oficiales Generales y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se tendrá en cuenta como sueldo básico, el porcentaje que como tal determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta materia, más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto.”. 

Por su parte la Ley 100 de 1993, por la cual se creó el sistema de seguridad social integral, en su artículo 279 excluyó, entre otros servidores, a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional de la aplicación de dicho régimen.

Sin embargo, posteriormente y por disposición del artículo 1º de la Ley 238 de 1995, el artículo 279 citado, fue adicionado en un parágrafo, expresándose lo siguiente:

“Parágrafo 4.  Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los pensionados de los sectores aquí contemplados.”.

El artículo 14 de la Ley 100 de 1993 previó el reajuste de las pensiones  teniendo  en  cuenta la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor IPC, y el 142 creó una mesada adicional para los pensionados. En consecuencia, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 238 de 1995 las personas pertenecientes a los regímenes excluidos de la aplicación de la Ley 100 de 1993 podrían acceder a estos específicos beneficios.

En lo que  hace referencia al reajuste de la asignación de retiro con base en el IPC, se observa que el régimen prestacional del  personal de oficiales y suboficiales de las fuerza militares se rige específicamente por el Estatuto que regula su condición.

No obstante lo anterior, la entidad demandada se niega a la procedencia del reajuste pensional deprecado por considerar que el régimen prestacional del personal de las Fuerzas Militares se rige  por las disposiciones del Decreto Ley 1211 de 1990, derogado parcialmente por el Decreto 4433 de 2004, normas de carácter especial, que prevalecen sobre las disposiciones de carácter general y que contemplan el principio de oscilación para el reajuste de las asignaciones de retiro como única opción.

Por lo anterior, el Gobierno, anualmente mediante decreto ejecutivo, reajusta las asignaciones de retiro con base en los incrementos de sueldos básicos del personal en actividad. Utilizar mecanismos, formulas o sistemas de liquidación diferentes, equivaldría a aplicar un sistema prestacional distinto al establecido en el régimen especial de las Fuerzas Militares.

Respecto a los argumentos esgrimidos por la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares es pertinente referenciar los lineamientos trazados por esta Corporación en sentencia de 17 de mayo de 2007 de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de la Sección Segunda, con ponencia del Dr. Jaime Moreno García
, en la cual se expuso:

“Por consiguiente, tratase aquí, entonces, del enfrentamiento de las previsiones de una ley marco (4ª de 1992) y de una ley ordinaria (238 de 1995) modificatoria de la ley que creó el Sistema de Seguridad Social Integral (ley 100 de 1993), que según la Caja demandada no podría “interpretarse la segunda  en contravención” de la primera.

 (…)

Y la Sala encuentra que la ley 238 de 1995 es mas favorable para el demandante que la ley 4ª de 1992 y el decreto 1212 de 1990, porque al hacer la comparación entre los reajustes pensionales derivados del aumento de las asignaciones en actividad de los oficiales de la Policía Nacional establecidos en los decretos 122 de 1997, 58 de 1998, 62 de 1999, 2724 de 2000, 2737 de 2001 y 745 de 2002 y los que resultan de la aplicación del artículo 14 de la ley 100 de 1993, se evidencia que la aplicación de este sistema de reajuste resulta ser cuantitativamente superior.

 (…)

Lo anterior determina, además, que frente a los alegatos del acto acusado que enfrenta el sistema de reajustes de la oscilación de las asignaciones en actividad, que según la Caja demandada deben prevalecer sobre el del artículo 14 de la ley 100, el artículo 53 de la Constitución Política ordena darle preferencia a la norma mas favorable, en la hipótesis de que llegare a haber duda en su aplicación, que para la Sala no la hay, por lo dicho anteriormente.

 (…)

Al punto la Sala tiene en cuenta que desde la Constitución Política de 1886 a los reconocimientos periódicos que les hace el estado a los retirados de la fuerzas militares se les denominó genéricamente PENSIONES (art. 169) y que en la actual sucedió otro tanto (art. 220), habiéndose ampliado a los miembros de la fuerza pública (militares y policías).

(…)

Porque, estima la Sala que las asignaciones de retiro, obviamente son una especie de pensión, como también lo son las pensiones de invalidez y las pensiones de sobrevivientes del personal de la fuerza pública, de donde resulta irrelevante el argumento esgrimido por el Tribunal frente a los mandatos del artículo 220 de la Constitución Política, máxime que no pueden ser compatibles con las pensiones de invalidez ni de sobrevivientes militares o policiales y no son reajustables por servicios prestados a entidades de derecho público, pero el interesado puede optar por la mas favorable, como expresamente lo establece el inciso 2º del artículo 36 del decreto 4433 de 2004.

6. La acción, pues, debe prosperar, (...).”.

Con el fin de establecer la favorabilidad respecto del reajuste de la asignación de retiro, el cual fue solicitado única y exclusivamente para los años 1997 y 1999 reclamados por el actor, es preciso confrontar los porcentajes derivados de la aplicación del sistema de oscilación y del Índice de Precios al Consumidor IPC, así:

	Año
	% Incremento
	Asignación de Retiro 
	IPC

	1997
	10.16%
	$2.442.728
	17.68

	1999
	14.91%
	$3.475.130
	16.70


De conformidad con la jurisprudencia transcrita y el análisis de favorabilidad consignada en el cuadro anterior, la asignación de retiro que devenga el actor debe reajustarse con base en el Índice de Precios al Consumidor para los años 1997 y 1999, tal como lo ordenó el a quo. 

Además de las anteriores consideraciones, es pertinente referenciar el artículo 169 del Decreto 1211 de 1990, que reformó el estatuto del personal de oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares, el cual en su inciso segundo permite aplicar el reajuste pensional con base en el IPC a las asignaciones de retiro y pensiones de la Fuerza Pública, en los siguientes términos:

“Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la administración publica, a menos que así lo disponga expresamente la ley”. (Resaltado fuera del texto).
Se concluye entonces que se confirmará la sentencia del a quo en cuanto al reajuste del pago conforme con el IPC para los años 1997 y 1999 solicitados.

iii) De la prescripción
Ahora bien, en lo concerniente al fenómeno prescriptivo, que fue objeto de reparo en el recurso de alzada, se observa que el a quo aplicó la prescripción trienal con fundamento en el artículo 43 del Decreto 4433 de 2004; sin embargo, en anterior oportunidad esta Corporación, al resolver un caso con contornos similares al presente, precisó
:

“De la lectura atenta de la Ley 923 de 2004, se tiene que si bien es cierto por medio de ésta, se señalaron las normas, objetivos y criterios que debería observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política, también lo es que en ningún aparte de la misma se desarrolló el tema de la prescripción, aparentemente reglamentado por el Decreto 4433 de 2004, en mención.  

De conformidad con el numeral 11 del artículo 189 de la Carta Política actual, el Presidente de la República, tiene asignada la potestad reglamentaria exclusiva, que lo faculta para reglamentar las leyes, con sujeción a la Constitución y al contenido mismo de la ley que se va a reglamentar.  Ese poder de reglamentación se reconoce en orden a desarrollar la ley para su correcta aplicación, cumplida ejecución y desenvolvimiento, facilitando su inteligencia, debiendo para ello obrar dentro de los límites de su competencia, sin sobrepasar, ni limitar, ni modificar los parámetros establecidos en aquella, pues lo contrario, implicaría extralimitación de funciones y se constituiría en una invasión al campo propio del Legislador.  

De modo que el Presidente de la República, al encontrarse ante una ley, puede dictar normas también generales como la ley, respetando esta última, pero que concreten más su contenido, con el fin de facilitar o hacer posible su aplicación práctica; normas que reciben el nombre de Decretos Reglamentarios.

Respecto del poder reglamentario esta Corporación en anteriores oportunidades ha sostenido
 que: “… si bien el poder reglamentario está implícito en la necesidad y obligación del Gobierno de hacer cumplir las leyes, como antes se anotó, su legitimidad deriva siempre de la ley reglamentada en donde encuentra sus límites naturales sin que pueda el Presidente de la República pretender sustituir la Ley, para buscar una aplicación conveniente a través de reglamento. En manera alguna la Constitución le otorga al Presidente de la República la función de “arreglar la ley” para modificar, limitar o extender su contenido a situaciones no previstas en ella o para hacerle producir efectos distintos a los en ella señalados; pues la atribución de dictar la Ley, o de modificar la preexistente, es labor legislativa que en tiempo de paz sólo compete al Congreso de la República como órgano legislativo, según lo indica la Constitución Política en su articulo 150…”   

Teniendo en cuenta lo anterior, es evidente que mal podía el Tribunal dar aplicación a la modificación de la prescripción establecida en el Decreto 4433 de 2004, cuando el Presidente de la República, so pretexto de reglamentar una ley, excedió los términos de la misma, es decir cuando la legitimidad del Decreto se derivaba de la ley que reglamentaba, razón por la cual es claro que debe seguir dándosele aplicación al Decreto Ley 1212 del 8 de junio de 1990, mediante el cual el Presidente de la República de Colombia en uso de las facultades extraordinarias que le confiere la Ley 66 de 1989, reforma el estatuto del personal y suboficiales de la Policia Nacional.”.

Con base en las anteriores previsiones, la Sala considera que el demandante tiene derecho a que se le aplique la prescripción cuatrienal establecida en el artículo 174 del Decreto Ley 1211 de 1990, que prevé:

“PRESCRIPCIÓN. Los derechos consagrados en este Estatuto prescriben en cuatro (4) años, que se contarán desde la fecha en que se hicieron exigibles. El reclamo escrito recibido por autoridad competente sobre un derecho, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual. El derecho al pago de los valores reconocidos prescribe en dos (2) años contados a partir de la ejecutoria del respectivo acto administrativo y pararán a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares.”

También se observa que mediante el recurso de apelación el demandante hizo referencia a la imprescriptibilidad de los derechos pensionales, en torno a este aspecto esta Sala ha indicado lo siguiente
:

“como ya lo ha reiterado esta Corporación, el legislador le ha dado ese carácter a esta prestación y, por ello, es viable que el interesado pueda elevar solicitud de reconocimiento de su derecho en cualquier tiempo; sin embargo, el pago de las mesadas no tienen tal carácter y a éstas les resulta aplicable la prescripción extintiva de que habla la norma transcrita.”. 

Con base en el anterior criterio, encuentra la Sala que el derecho al reajuste de la prestación del actor no prescribe en cuanto derecho pensional y, por lo tanto, debe realizarse por los años 1997 y 1999, tal como lo decretó el a quo, en tanto le es más favorable la aplicación de la actualización con base en el IPC respecto del sistema de oscilación, toda vez que este último en algunos años estuvo por encima del IPC; sin embargo, se reitera, hay lugar a la aplicación de la prescripción cuatrienal sobre el pago de las diferencias causadas en las mesadas pensionales con motivo del reconocimiento de este derecho, de conformidad con las consideraciones anteriormente expuestas.

En conclusión, en el asunto bajo estudio, la liquidación del reajuste procede para los años 1997 y 1999, tal como se deriva del tratamiento dado por el ordenamiento a los derechos pensionales; no obstante, el pago de las diferencias causadas con base en esta operación, procede a partir del 31 de enero de 2004, porque sobre dichos conceptos operó la prescripción cuatrienal, pues como se advirtió las mesadas sí están sujetas a este fenómeno jurídico y, en el presente caso, la solicitud de reajuste se elevó el 31 de enero de 2008 (fl. 4).

Entre tanto, es oportuno precisar que las anteriores consideraciones encuentran fundamento en decisiones anteriores proferidas por esta Corporación, en las cuales se ha concluido lo siguiente
:

“Entonces, dada la naturaleza de la asignación de retiro, como una prestación periódica, es claro que el hecho de que se haya accedido a la reliquidación de la base con fundamento en el IPC, hace que tal monto se vaya incrementando de manera cíclica y a futuro de manera ininterrumpida, pues como se ha precisado en anteriores oportunidades
 las diferencias reconocidas a la base pensional sí deben ser utilizadas para la liquidación de las mesadas posteriores.

Así las cosas, esta Sala habrá de precisar que como quiera que la base pensional se ha ido modificando desde 1997, con ocasión de la aplicación del IPC, es claro que necesariamente este incremento incide en los pagos futuros y por ende mal puede establecerse limitación alguna, cuando este incremento no se agota en un tiempo determinado.

En consecuencia, se modificará el numeral 4° de la providencia objeto de estudio, en el sentido de ordenar que las diferencias que resulten con ocasión de la aplicación del índice de precios al consumidor sean utilizadas como base para la liquidación de las mesadas posteriores, según sea el caso.”.

Así las cosas, la sentencia apelada, que accedió parcialmente a las súplicas de la demanda, será modificada en el sentido de señalar que se encuentran prescritas las diferencias de las mesadas causadas con anterioridad al 31 de enero de 2004, y no de 2005 como lo declaró el Tribunal, pues el fenómeno prescriptivo para los miembros de la Fuerza Pública es de período cuatrienal, al tenor de lo dispuesto por el artículo 174 del Decreto 1211 de 1990.

De otro lado, la precitada sentencia de 17 de mayo de 2007, proferida por la Sección Segunda de esta Corporación, señaló que el límite al derecho de reajuste de las asignaciones de retiro y pensiones, sujetas al régimen especial de la Fuerza Pública, se encontraba determinado por la entrada en vigencia del Decreto 4433 de 2004, que reglamentó la Ley 923 de 2004 la cual a su vez modificó el artículo 169 del Decreto 1211 de 1990. 

Dicho decreto, en su artículo 42, mantuvo vigente el principio de oscilación para efectos de actualizar las referidas prestaciones y, por ende, la actualización de la prestación que goza el actor con base en el I.P.C., sólo puede efectuarse hasta el 31 de diciembre de 2004, fecha en la que se expidió la disposición en comento, tal como lo advirtió el a quo, pues únicamente ordenó aplicar el reajuste para los años 1997 y 1999.

Aclaración final.

La entidad accionada, en la oportunidad procesal prevista para presentar sus alegatos de conclusión en esta instancia, indicó que en el Sub lite había operado el fenómeno de la cosa juzgada, pues las pretensiones del actor ya habían sido desatadas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en una oportunidad anterior.

A su turno, el demandante en la misma etapa procesal allegó copias de las sentencias de 6 de diciembre de 2007 y 4 de marzo de 2010, proferidas por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca y por el Consejo de Estado (N.I. 1138-08), respectivamente, en las cuales se reconoció el reajuste de la asignación de retiro al actor con base en el Índice de Precios al Consumidor para los años 2001, 2002, 2003 y 2004.

Entre tanto, el artículo 332 del C.P.C., aplicable por expresa remisión del artículo 267 del C.C.A., consagra la figura de la cosa juzgada en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 332. COSA JUZGADA. La sentencia ejecutoriada proferida en proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada, siempre que el nuevo proceso verse sobre el mismo objeto, y se funde en la misma causa que el anterior, y que entre ambos procesos haya identidad jurídica de partes. 

(…).”. 

La figura en referencia tiene como objeto efectivizar el derecho constitucional al debido proceso y mantener la seguridad jurídica, pues se erige en garantía de que una determinada controversia decidida en sede judicial no será objeto de un proceso posterior. De esta manera, se impide que los debates se tornen indefinidos en el tiempo y se logra la eficiencia en la administración de justicia. 

Esta Corporación ha tenido oportunidad de pronunciarse en relación con el contenido y alcance de la figura de la cosa juzgada obteniendo  las siguientes conclusiones
:

“A la cosa juzgada o "res judicata"  se le ha asimilado al principio del "non bis in idem", y tiene por objeto que los hechos y conductas que ya han sido resueltas a través de cualquiera de los medios aceptados por la ley, no vuelvan a ser debatidos en otro juicio posterior. Tal cualidad de lo resuelto obliga a las partes, porque lo antes decidido tiene carácter vinculante y obligatorio y, por lo tanto, es inmutable al tener plena eficacia jurídica. 

Desde un punto de vista genérico, la cosa juzgada está regulada por los artículos 332 del C. de P.C. y 175 del C.C.A., en los cuales se establecen los elementos formales y materiales para su configuración. 

El elemento formal implica que no es posible volver sobre una decisión tomada en providencia ejecutoriada, dentro del mismo proceso, o en otro en el que se debata la misma causa petendi y fundamentos jurídicos; lo anterior, para garantizar estabilidad y seguridad del orden jurídico. 

Por su parte, el material, hace alusión a la intangibilidad de la sentencia en firme, pues se tiene por cierto que la actividad jurisdiccional se ocupó plenamente de la relación objeto de la contienda y que esta fue decidida con la plenitud de las formas propias del juicio.”.  

Así las cosas, para que se configure la cosa juzgada se requiere coincidencia en la causa petendi, identidad de partes; y, que el proceso recaiga sobre el mismo objeto, bajo este contexto, el primer pronunciamiento con efectos inter partes impide una nueva decisión en relación con aspectos previamente definidos.

Ahora bien, de acuerdo con el acervo probatorio aportado al expediente, y una vez cotejado el sistema de gestión de esta Corporación, se observa que el actor presentó una primera demanda de nulidad y restablecimiento del derecho en orden a obtener el reconocimiento del reajuste de su asignación de retiro para los años 2001, 2002, 2003, 2004 y 2005.

Por su parte el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección A, mediante sentencia de 6 de diciembre de 2007, decidió:

(i) PRIMERO:  DECLÁRESE la no ocurrencia del silencio administrativo negativo […]

(ii) SEGUNDO:  DECRÉTESE la nulidad de los actos administrativos contenidos en los Oficios Nos. 10979 del 16 de mayo de 2006, y 16501 del 19 de julio de 2006.

(iii) TERCERO:  ORDÉNASE a la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES, reajustar la asignación de retiro que percibe el señor ARTURO LUIS CIFUENTES MOGOLLÓN […], con base en el índice de precios al consumidor  IPC., para los años 2001, 2002, 2003, 2004 y 2005.

(iv) CUARTO: La CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES pagará al demandante las diferencias que resulten entre el reajuste reconocido […], a partir del 17 de noviembre de 2001.  Las anteriores a esa fecha se declararan prescritas […].

A su turno, el Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, mediante sentencia de 4 de marzo de 2010, con ponencia del Dr. Alfonso Vargas Rincón, desató el recurso de apelación interpuesto contra la decisión de primera instancia y la confirmó parcialmente, ordenando la modificación de su numeral tercero “en el sentido de indicar que el reajuste de la asignación de retiro del actor se hará hasta el 31 de diciembre de 2004, de conformidad con la parte motiva de esta sentencia.”.

Posteriormente, el 22 de abril de 2008, el accionante presentó la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho que ahora ocupa la atención de la Sala, encaminada a obtener: (i) la reliquidación de su prestación con inclusión de la bonificación por compensación; y, (ii) el reconocimiento del reajuste de su asignación de retiro con base en el Índice de Precios al Consumidor, IPC, para los años 1997 y 1999.

De lo anteriormente expuesto, se infiere que si bien existe identidad de partes, no existe identidad de objeto en cuanto a la demanda  decidida a través de las sentencias de 6 de diciembre de 2007 y 4 de marzo de 2010, proferidas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y por el Consejo de Estado, respecto del caso concreto.  

En efecto, mientras que en el primer proceso se discutió el reconocimiento del aludido reajuste para los años 2001 a 2005, el cual se despachó favorablemente para los años 2001 a 2004, en el Sub lite se encuentra en controversia dicho reajuste, pero para los años 1997 y 1999 al igual que la reliquidación de la prestación con inclusión de la bonificación por compensación.  Además, en cada uno de los procesos se discutió la legalidad de actos administrativos diferentes.

En este orden de ideas, es válido afirmar que en el presente caso no se encuentra configurado el fenómeno de la cosa juzgada.

Sin embargo, es preciso hacer referencia a los siguientes aspectos:

(i) Que como consecuencia de la interposición de la presente acción se altera la base de la liquidación pensional del actor, en consideración al reajuste decretado para los años 1997 y 1999.

(ii) Que el pago del reajuste decretado en esta instancia se origina a partir del 31 de enero de 2004, por haber operado el fenómeno de la prescripción cuatrienal, es decir que coincide parcialmente con el ya reconocido en los pronunciamientos judiciales aludidos (se recuerda que en dicha oportunidad se ordenó efectuar el reajuste y pago para todo el año 2004).

Así las cosas, se aclarará que la entidad accionada deberá deducir del valor de las condenas que resulten con ocasión de la liquidación ordenada a través de la presente acción, los pagos efectuados a partir del 31 de enero de 2004 en virtud de la ejecución de las sentencias de 6 de diciembre de 2007 y 4 de marzo de 2010, pues, se reitera, sólo a partir de esa fecha el pago del reajuste resulta coincidente
.

Así las cosas, el proveído impugnado, que accedió parcialmente a las súplicas de la demanda, debe ser confirmado.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA

Confírmase parcialmente la sentencia de 11 de marzo de 2010, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección A, corregida mediante autos de 20 de mayo y 1 de julio de 2010, que accedió a las súplicas de la demanda incoada por ARTURO LUIS CIFUENTES MOGOLLÓN contra la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares.

Modifícase el literal b) del numeral primero de la providencia en el sentido de indicar que se encuentran prescritas las diferencias de las mesadas causadas con anterioridad al 31 de enero de 2004, y no del 2005 como lo declaró el Tribunal, pues el fenómeno prescriptivo para los miembros de las Fuerzas Militares es de período cuatrienal, al tenor de lo dispuesto por el artículo 174 del Decreto 1211 de 1990.  

Además, aclárese en el sentido de indicar que, la entidad demandada de conformidad con lo expuesto en esta providencia, de las sumas causadas por el ajuste aquí ordenado a partir del 31 de enero de 2004, deberá descontar lo percibido por el accionante desde la fecha referida, en virtud de la ejecución de las sentencias de 6 de diciembre de 2007 y 4 de marzo de 2010, si con dichas condenas se genera un doble pago. 

Cópiese, notifíquese y devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase.
La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en la presente sesión.

BERTHA LUCIA RAMÍREZ DE PÁEZ           GERARDO ARENAS MONSALVE

VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA
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